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trica, aseo urbano; además de su participación 
en el control del abastecimiento de alimentos, 
en la Reserva Nacional y en labores de seguridad 
pública de sus comunidades. Incluso reciente-
mente se ha señalado su participación en la ad-
ministración de servicios de distribución de com-
bustibles. No debe olvidarse que fungen igual-
mente como Bancos Comunales asumiendo el 
manejo de recursos financieros y otorgamiento 
de créditos en sus comunidades. Esta multiplica-
ción de posibles competencias no se compadece 
con las realidades organizativas y técnicas reales 
de las comunidades ni tampoco con el hecho de 
que sus integrantes no son funcionarios/as con 
dedicación exclusiva al trabajo comunitario, sino 
por el contrario, residentes de sectores populares 
con una diversidad de problemas y urgencias de 
empleo y bajos ingresos.

Más allá de las promesas de nuevas compe-
tencias, la realidad es que la transferencia de 
recursos vía proyectos comunitarios a los Con-
sejos –altamente publicitada como transferencia 
de poder– ha sido lenta, engorrosa, concentrada 
en pequeñas obras de bajos montos, sin el con-
trol debido y alcanzando una proporción muy 
limitada de tales órganos –menos de la mitad 
de los CC creados–. A pesar del enorme esfuer-
zo que diariamente despliegan las comunidades 
organizadas para elaborar sus proyectos y ges-
tionar la solución a sus múltiples problemas, los 
entes del Estado no les transfieren recursos ni 
competencias –en la diversidad prometida, mag-
nitud y celeridad requerida– para enfrentar sus 
múltiples necesidades insatisfechas y aspiracio-
nes. Seguramente si los entes del Estado respon-
diesen medianamente a sus demandas la actual 
protesta popular de calle no sería tan masiva, 
airada y expandida en todo el país.
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El surgimiento de los Consejos Comunales a par-
tir de mediados del año 2006 creó una gran ex-
pectativa entre los sectores populares del país. 
Basados en la Ley promulgada al respecto –abril 
2006– y en la oferta de transferencia de recursos 
por parte del Poder Ejecutivo para la ejecución 
de obras en sus comunidades, la creación de 
estas figuras organizativas se fue multiplicando 
en toda la geografía nacional. Después de un 
largo y complejo itinerario a partir del año 1999 
–desde los Círculos Bolivarianos pasando por 
las Unidades de Batalla Endógena hasta los abor-
tados Consejos Locales de Planificación–, se pro-
movió intensamente entre las comunidades po-
pulares que los Consejos Comunales vendrían a 
constituir las instancias desde las cuales podían 
fortalecer su organización e influir efectivamen-
te en las decisiones y en el uso de los recursos 
del Estado.

El desarrollo y consolidación de estas organi-
zaciones se ha visto, a mi juicio, afectado por 
dos elementos relacionados con sus relaciones 
con el Estado: por un lado, la imprecisión y cre-
cimiento desmedido de las competencias y atri-
buciones que se les viene asignando y, por otra, 
el intento de convertirlos en entes subordinados 
con escasa autonomía frente a los órganos del 
Estado. Si bien la Ley por la que se rigen esta-
blece claramente que son instancias de partici-
pación comunitaria destinadas a permitir que las 
comunidades ejerzan directamente la gestión de 
políticas públicas, también señala que deben 
dedicarse a aquéllas áreas y proyectos que res-
pondan a necesidades prioritarias y aspiraciones 
de las comunidades. 

Sobre la asignación de nuevas competencias 
–más en el discurso oficial que en la realidad– el 
gobierno nacional ha señalado la posible admi-
nistración por parte de los Consejos Comunales 
de los servicios de agua, gas doméstico, luz eléc-
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